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AUTO 

En A Coruña, a 4 de septiembre de 2020  

Magistrado que lo dicta: D. Enrique García LLovet.  

HECHOS 

PRIMERO.- Mediante escrito presentado ante el Juzgado Decano con fecha 04/09/20 se ha solicitado 

por la Letrada de la Xunta, en nombre y representación de la CONSELLERÍA DE SANIDADE la 

ratificación judicial de las medidas restrictivas de derechos fundamentales contenidas en la “ORDE do 

2 de setembro de 2020 sobre medidas de prevención como consecuencia da evolución da 

situación epidemiolóxica derivada do COVID-19 nos concellos da Coruña, Arteixo, Cambre, 

Culleredo, Oleiros, Abegondo, Bergondo, Carral e Sada, publicada no Diario Oficial de Galicia 178 

bis do 2 de setembro de 2020, e corrixidos erros na mesma publicados no Diario Oficial de Galicia 179 

bis do 2 de setembro de 2020””.  

Por providencia de 04/09/20 se confirió traslado de la solicitud y de la documentación adjunta a la 

misma al Ministerio Fiscal y al Instituto de Medicina Legal de Galicia para que se pronunciase sobre la 

conveniencia de la ratificación de las medidas sanitarias adoptadas.  

SEGUNDO.- En el día de hoy se ha recibido informe del Ministerio Fiscal en el que informa 

favorablemente sobre la ratificación de las medidas.  

Asimismo se ha recibido informe del IMELGA, suscrito por el médico forense, en el que manifiesta que 

las medidas propuestas son convenientes y ajustadas en el intento de evitar la propagación de la 

epidemia. 
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RAZONAMIENTOS JURÍDICOS 

 

PRIMERO.- Dispone  el artículo 8.6 de la LJCA respecto de la competencia de los Juzgados de este 

orden que “6. Conocerán también los Juzgados de lo Contencioso-administrativo de las autorizaciones 

para la entrada en domicilios y restantes lugares cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular, 

siempre que ello proceda para la ejecución forzosa de actos de la administración pública, salvo que se 

trate de la ejecución de medidas de protección de menores acordadas por la Entidad Pública 

competente en la materia. Asimismo, corresponderá a los Juzgados de lo Contencioso-administrativo la 

autorización o ratificación judicial de las medidas que las autoridades sanitarias consideren urgentes y 

necesarias para la salud pública e impliquen privación o restricción de la libertad o de otro derecho 

fundamental.” 

 

Dispone el artículo 1 de la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de medidas especiales en materia de 

salud pública “Al objeto de proteger la salud pública y prevenir su pérdida o deterioro, las autoridades 

sanitarias de las distintas Administraciones Públicas podrán, dentro del ámbito de sus competencias, 

adoptar las medidas previstas en la presente Ley cuando así lo exijan razones sanitarias de urgencia o 

necesidad.” Y el artículo 3 del mismo cuerpo legal “Con el fin de controlar las enfermedades 

transmisibles, la autoridad sanitaria, además de realizar las acciones preventivas generales, podrá 

adoptar las medidas oportunas para el control de los enfermos, de las personas que estén o hayan 

estado en contacto con los mismos y del medio ambiente inmediato, así como las que se consideren 

necesarias en caso de riesgo de carácter transmisible” 

Dispone el artículo 24 de la Ley 14/1986 General de Sanidad “Las actividades públicas y privadas que, 

directa o indirectamente, puedan tener consecuencias negativas para la salud, serán sometidas por los 

órganos competentes a limitaciones preventivas de carácter administrativo, de acuerdo con la 

normativa básica del Estado” y el artículo 26 del mismo cuerpo legal “1. En caso de que exista o se 

sospeche razonablemente la existencia de un riesgo inminente y extraordinario para la salud, las 

autoridades sanitarias adoptarán las medidas preventivas que estimen pertinentes, tales como la 

incautación o inmovilización de productos, suspensión del ejercicio de actividades, cierres de Empresas 

o de sus instalaciones, intervención de medios materiales y personales y cuantas otras consideren 

sanitariamente justificadas. 2. La duración de las medidas a que se refiere el apartado anterior, que se 

fijarán para cada caso, sin perjuicio de las prórrogas sucesivas acordadas por resoluciones motivadas, 

no excederá de lo que exija la situación de riesgo inminente y extraordinario que las justificó.” 



    

 3 

 

Y dispone el artículo 34 de la Ley 8/2008 de Salud de Galicia  “Las intervenciones públicas que podrán 

ejercer las autoridades sanitarias competentes sobre las actividades públicas y privadas que, directa o 

indirectamente, puedan tener consecuencias para la salud son:….12. Adoptar las medidas preventivas 

que se consideren pertinentes en caso de que exista o se sospeche razonablemente la existencia de 

un riesgo inminente y extraordinario para la salud. A tal efecto, la Administración sanitaria podrá 

proceder a la incautación o inmobilización de productos, la suspensión del ejercicio de actividades, el 

cierre de empresas o de sus instalaciones, la intervención de medios materiales y personales y cuantas 

otras medidas se consideren sanitariamente justificadas. La duración de las medidas a que se refiere 

este apartado se fijará para cada caso, sin perjuicio de las prórrogas sucesivas acordadas por 

resoluciones motivadas, no excediendo de lo que exija la situación de riesgo extraordinario que las ha 

justificado.”  

Por ello y de dichos cuerpos legales se deduce inmediatamente que las autoridades sanitarias pueden 

intervenir en las actividades públicas y privadas en orden a la protección de  la salud de la población y 

la prevención de enfermedades y en situaciones de pandemia como la que atravesamos, para 

garantizar el control de brotes epidemiológicos y el riesgo de contagio, no siendo cuestionables las 

competencias para adoptar medidas preventivas de contención y otras que supongan limitación de 

actividades y desplazamiento de personas, adecuándose al principio de proporcionalidad en el respeto 

de las libertades y derechos fundamentales. 

 

SEGUNDO.- Se solicita por la Letrada de la Xunta de Galicia en nombre y representación de la 

Consellería de Sanidade ratificación de las medidas restrictivas de derechos fundamentales derivadas 

del punto segundo y quinto de la Orden de 2 de septiembre de 2020 por la que se establecen medida 

de prevención como consecuencia de la evolución de la situación epidemiológica derivada del 

COVID19 en los Concello de A Coruña, Arteixo, Cambre, Culleredo, Olerios, Abegondo, Bergondo, 

Carral y Sada. 

 

Dispone el punto segundo de dicha Orden de 2 de septiembre de 2020 de la Consellería de Sanidade 

“Modificación da Orde do 7 de agosto de 2020 pola que se establecen determinadas medidas de 

prevención como consecuencia da evolución da situación epidemiolóxica derivada do COVID-19 nos 

concellos da Coruña, Arteixo, Cambre, Culleredo, Oleiros, Abegondo, Bergondo, Carral e Sada O 

número 1 do punto segundo da Orde do 7 de agosto de 2020 pola que se establecen determinadas 
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medidas de prevención como consecuencia da evolución da situación epidemiolóxica derivada do 

COVID-19 nos concellos da Coruña, Arteixo, Cambre, Culleredo, Oleiros, Abegondo, Bergondo, Carral 

e Sada queda modificado como segue: «1. Á vista da evolución da situación epidemiolóxica e coa 

finalidade de controlar a transmisión da enfermidade, adóptase, en todo o ámbito territorial incluído no 

punto primeiro, de modo temporal, durante o período ao cal se estenda a eficacia das medidas 

previstas na presente orde de acordo co seu punto sexto, a medida de limitar os grupos para o 

desenvolvemento de calquera actividade ou evento de carácter familiar ou social na vía pública, 

espazos de uso público ou espazos privados a un máximo de dez persoas, excepto no caso de persoas 

conviventes, en que non se aplicará esta limitación. Tampouco será aplicable esta limitación no caso de 

actividades laborais e administrativas, actividades en centros educativos, de formación e ocupacionais, 

sempre que se adopten as medidas previstas nos correspondentes protocolos de funcionamento».” y 

dispone el punto Quinto de la precitada Orden “ Modificación da Orde do 28 de agosto de 2020 pola 

que se establecen determinadas medidas de prevención como consecuencia da evolución da situación 

epidemiolóxica derivada do COVID-19 no concello de Arteixo O número 1 do punto segundo da Orde 

do 28 de agosto de 2020 pola que se establecen determinadas medidas de prevención como 

consecuencia da evolución da situación epidemiolóxica derivada do COVID-19 no concello de Arteixo 

queda modificado como segue: «1. Á vista da evolución da situación epidemiolóxica e coa finalidade de 

controlar a transmisión da enfermidade adóptase, en todo o ámbito territorial do concello de Arteixo, de 

modo temporal, durante o período ao cal se estenda a eficacia das medidas previstas na presente orde 

de acordo co seu punto sexto, a medida de limitar os grupos para o desenvolvemento de calquera 

actividade ou evento de carácter familiar ou social na vía pública, espazos de uso público ou espazos 

privados, a un máximo de cinco persoas, excepto no caso de persoas conviventes, en que non se 

aplicará esta limitación. Tampouco será aplicable esta limitación no caso de actividades laborais e 

administrativas, actividades en centros educativos, de formación e ocupacionais, sempre que se 

adopten as medidas previstas nos correspondentes protocolos de funcionamento».” 

 

TERCERO.- Parece necesario comenzar por el examen de la competencia de este Juzgado pues es de 

notar que si atendiéramos a las reglas generales que respecto de la misma contempla el artículo 14 de 

nuestra Ley Jurisdiccional la competencia obligadamente habría de corresponder a los Juzgados de 

este orden y con sede en Santiago de Compostela por ser esa la sede la autoridad administrativa 

Consellería de Sanidade,  que dicta la Orden que acoge las medidas de intervención cuya ratificación 

se solicita. 
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Pero sucede que como bien señala Auto del Tribunal Supremo de 10 de junio de 2020 (rec. 27/2019)   

“. Seguramente sería deseable, dicho sea de modo incidental, que el legislador precisara con más 

claridad los criterios y el alcance que deben presidir la función encomendada a los Juzgados de lo 

Contencioso-Administrativo por el art. 8.6 LJCA. En íntima relación con lo anterior, conviene recordar 

que el Tribunal Constitucional ha afirmado sin ambages que la función del juez de la entrada en 

domicilio no es controlar la legalidad del acto administrativo y su ejecución, sino la de salvaguardar el 

derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio ( STC 76/1992 y 19/1998). De ahí que, una vez 

realizado el arriba descrito examen de regularidad formal y de legalidad prima facie de la solicitud de la 

Administración, su tarea sea ponderar la proporcionalidad de la medida solicitada; algo que, como es 

obvio, pasa por valorar las concretas circunstancias de cada caso. TERCERO.- A la vista de cuanto 

queda expuesto, esta Sala entiende que ninguna de las reglas legales de determinación de la 

competencia territorial es, en sí misma, aplicable a las solicitudes de entrada en domicilio y en otros 

lugares que requieran previa autorización judicial. Ello significa que debemos proceder a una 

integración de dichas reglas. Y es aconsejable hacerlo adoptando un punto de vista teleológico: dado 

que la función del juez de la entrada en domicilio no es controlar la legalidad del acto administrativo 

sino salvaguardar el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio y dado, además, que ello 

exige realizar un juicio de proporcionalidad ponderando las circunstancias del caso concreto, esta Sala 

considera que la competencia territorial corresponde al Juez de lo Contencioso-Administrativo del lugar 

donde se encuentre el inmueble o la edificación correspondiente. Éste se halla en situación adecuada 

para efectuar la mencionada ponderación, lo que puede no ocurrir con el juez de la sede del órgano 

que solicita la autorización.” 

Y ese mismo orden de razonamiento, proyectado ahora sobre la tutela de derechos y libertades 

fundamentales y desde una idéntica ausencia de función alguna de control de la legalidad de las 

medidas cuya ratificación se solicita pues la función de tutela del órgano jurisdiccional aquí como allí se 

agota en el examen de la competencia para dictar las mismas y la proporcionalidad de dichas medidas, 

conduce en razón de ese segundo examen a acoger la regla de competencia jurisdiccional de 

construcción netamente jurisprudencial que acabamos de trascribir, haciéndola suya como es obligado 

este juzgador. 

 

CUARTO.- Parece necesario igualmente acotar el examen a los términos de la solicitud pero tomando 

en consideración cual es la función de tutela que en la ejecución de las competencias atribuidas por la 

normativa precitada corresponde a los Juzgados de este orden jurisdiccional y que atiende al examen y 
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ratificación en su caso de las medidas de intervención que se acuerden por la autoridad sanitaria y que 

sean limitativas de la libertad y de derechos fundamentales, entendiendo este juzgador que la 

extensión de esta última ha de alcanzar a los derechos que acoge la Sección Primera del Capítulo II del 

Título I  del texto constitucional congruentemente con la reserva de ley orgánica que opera el artículo 

81 de la CE, STC 76/1983 entre muchas otras, reserva a la que atiende la  Ley Orgánica 3/1986, de 14 

de abril, de medidas especiales en materia de salud pública que es justamente la norma invocada en 

orden a solicitar la ratificación de las medidas de intervención. 

Por ello no procede ni es necesaria ni se precisa ratificación alguna de aquellos contenidos de la Orden 

que o bien fueron objeto de anterior ratificación  o bien no precisan ni es procedente ratificación alguna 

bien por no integrar medida de intervención alguna bajo la forma de mandato o prohibición, así aquellas 

que no son sino recomendaciones al conjunto de la ciudadanía,  bien por no afectar dicha medida de 

intervención a derechos fundamentales con la delimitación de aquellos conforme lo razonado supra. 

 

QUINTO.- Parece obligado recordar igualmente aunque pueda parecer innecesario que nos 

encontramos ante una exigencia de adopción de medidas sanitarias de intervención para garantizar 

principios básicos de salud pública, entre ellos ahora la evitación de la propagación de una pandemia 

de proporciones ciertamente trágicas atendiendo a la mortalidad sufrida en fechas bien recientes por lo 

que se ha venido en llamar la primera oleada de la pandemia  y a la letalidad que se conoce debiendo 

recordar una vez más que el derecho a la vida y la tutela de esta por los poderes públicos es el 

presupuesto de todos los demás derechos fundamentales no sólo desde el punto de vista técnico-

jurídico sino incluso en el plano de la lógica humana. 

 

Y como bien señala reciente Auto del Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 13 de agosto de 2020 

(rec. 7277/2020) “Las medidas de prevención que se recogen en la Orden de la Consellería de 

Sanidade de 7 de agosto de 2020 tienen un evidente fundamento sanitario, y así se dice en la 

exposición de motivos, dados los riesgos de transmisión de una enfermedad contagiosa como es el 

COVID-19. No se puede desconocer que nos encontramos antes unas medidas de prevención que se 

adoptan en un contexto de emergencia de salud pública generada por la expansión del coronavirus 

COVID-19 a nivel de pandemia internacional, y ante la existencia de un riesgo de carácter transmisible 

de esta enfermedad. La justificación prima facie de las medidas que combate la actora se puede 

encontrar a lo largo del texto de la Orden impugnada, y se completa con su exposición de motivos, en 

la cual se dice que el ocio nocturno, conectado con las fiestas, verbenas, y otros eventos populares, por 
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un lado, y las agrupaciones de personas, por otro, representan los factores de mayor riesgo de 

transmisión del coronavirus, teniendo en cuenta la naturaleza de estas actividades, los riesgos 

asociados a ellas y la edad de la población a la que está afectando el virus de forma predominante. 

Basta echar la vista a las noticias de las que se hacen eco los medios de comunicación para conocer la 

preocupante evolución del número de contagios en estos últimos días en el área geográfica a la que se 

extienden las medias cuestionadas, afectando de forma predominante a los jóvenes, que es el grupo 

poblacional que frecuenta en mayor medida las discotecas y demás locales de ocio nocturno, así como 

las cafeterías, restaurantes y bares a partir de las 00:30. La Orden impugnada en este procedimiento 

se caracteriza no solo por la limitación geográfica a la que van destinadas las medidas, sino también 

por su limitación temporal, en cuanto su eficacia queda condicionada al resultado del seguimiento y 

evaluación continua a la que quedan sujetas, y por tanto, en función de la evolución de la situación 

epidemiológica y sanitaria. Por lo demás, como argumento que contribuye a descartar prima facie la 

falta de justificación de las medidas adoptadas, podemos señalar que todas ellas vienen avaladas por 

informes de autoridades sanitarias y de un comité científico, como es el informe sobre la situación 

epidemiológica en la comarca de A Coruña elaborado por la Dirección General de Salud Pública, de 7 

de agosto de 2020, y las Recomendaciones del subcomité clínico a que se refiere la propia Orden en 

su exposición de motivos” 

 

SEXTO.- Pues bien sobre la competencia de las autoridades sanitarias para acordar las medidas a lo 

ya razonado anteriormente anteriormente y a la normativa precitada hemos de añadir ahora el acuerdo 

del Consello de la Xunta de 12 de junio de 2020  sobre mediad de prevención necesarias para hacer 

frente a la crisis sanitaria provocada por el Covid19 que atribuye en su punto sexto la competencia para 

acordar las medidas necesarias para la aplicación del acuerdo al titular de la Consellería competente 

en materia de sanidad no siendo discutible por ello la competencia de la autoridad administrativa de la 

que emana la Orden cuya ratificación se solicita. 

 

Pues bien, sentado lo anterior oído el Ministerio Fiscal y visto el informe de IML Médico Forense, 

favorable a la ratificación de las medidas ya referidas supra entendiendo que las misma son 

proporcionadas, convenientes y ajustadas se nos dice,  visto el “significativo aumento de contagios en 

los últimos días” hemos de pronunciarnos sobre la proporcionalidad de las medidas cuya ratificación se 

solicita. 
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 Y para ello hemos de notar en primer lugar que el derecho fundamental único que aparece de posible 

afectación en los puntos Segundo y Quinto de la Orden y cuya ratificación se insta no es otro que el 

derecho de reunión, con una mayor o menor extensión en lo que toca al número de personas al que se 

limita el ejercicio de dicho derecho en función de proyectarse sobre uno u otro Concello. 

 

Y respecto del derecho de reunión e incluso de la libertad de desplazamiento, su limitación, y medidas 

de imposición de distancia social en esta pandemia y su constitucionalidad debemos ahora recordar 

reciente Auto del Tribunal Constitucional de 30 de abril de 2020 “Aún incluso el artículo 3 de la LO 

3/1986 de 4 de abril sobre Medidas Especiales en Materia de Salud Pública , en su artículo 3, permite a 

las autoridades sanitarias, "con el fin de controlar las enfermedades transmisibles, además de realizar 

las acciones preventivas generales, adoptar las medidas oportunas para el control de los enfermos, de 

las personas que estén o hayan estado en contacto con los mismos y del medio ambiente inmediato, 

así como las que se consideren necesarias en caso de riesgo de carácter transmisible", precepto que a 

juicio del Ministerio Fiscal sí que podría posibilitar la medida interesada en ciertos supuestos (personas 

con síntomas o asilades), pero que en una interpretación extensa del "medio ambiente inmediato" 

legitimaría incluso su ampliación a una localización geográfica mayor que a los que hayan estado 

enfermos o con sospechas de ello. Consecuentemente, tanto la propia jurisprudencia constitucional 

como el ulterior desarrollo legislativo del precepto reconocen situaciones en que dicho derecho puede 

ser cercenado, atendiendo el Tribunal Constitucional a la posible colisión entre valores constitucionales. 

En este escenario y pese a la apariencia inicial y puramente formal, la limitación del ejercicio del 

derecho de reunión interesado tiene una finalidad cuya cobertura constitucional resulta indiscutida pues 

busca limitar el impacto que en la salud de los seres humanos, en su integridad física y en su derecho a 

la vida pueda tener la propagación de la COVID-19, hallándonos por lo tanto ante los artículos 15 CE 

(garantía de la integridad física de las personas) y 43 CE (protección de la salud), los cuales están tan 

intensamente conectados en el actual contexto que es difícil imaginarlos por separado. Concurriendo 

consecuentemente un choque entre derechos de igual rango, deberá ser un juicio ponderativo el que 

dictamine la ratificación de la medida interesada. Ciertamente nos hallamos en un estado actual en que 

la evolución es constante, sin existir una certeza absoluta en cuanto a las formas de contagio, las 

medidas necesarias para evitarlo o incluso el impacto real del virus, habiéndose detectado una serie de 

rebrotes de imprevisibles consecuencias y cuyo efecto puede ser devastador para la vida de las 

personas. En dicha situación, y pese al tiempo transcurrido desde el inicio de la pandemia, el legislador 

tampoco se ha mostrado raudo en adaptar el marco legal a la situación generada, toda vez que la 
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autoridad competente, pudiendo, no ha arbitrado los medios necesarios para habilitar estas privaciones 

de derechos en el ámbito individual, resultando a todas luces carente de proporcionalidad que esa 

inacción provoque un menoscabo del derecho a la vida y protección de la salud por motivos 

discutiblemente formales en la situación epidemiológica en la que nos hallamos. Consecuentemente, 

resultando proporcional la prohibición de reuniones de más de diez personas, al albur del tenor de los 

últimos focos de contagio detectados en toda España, deviene imprescindible superponer la actual 

situación sanitaria urgente en la meritada ponderación de derechos y consecuentemente autorizar la 

medida en tanto en cuanto guarda una relación lógica y de necesidad con la finalidad de evitar la 

propagación de la pandèmia.” 

 

Pues bien, vistos los informes aportados de la progresión de los rebrotes en los distintos Concellos 

afectados, Informe de situación de Covid-19, en la comarca de A Coruña de 31 de agosto de 2020, 

identifica un riesgo alto atendiendo a los parámetros de incidencia acumulada en los tres días 

anteriores en el área con la relación de casos por /100000 habitantes, tasa actual 39,2, siendo el riesgo 

alto desde 18/100000, igual sucede con los parámetros de PCR positivo entre los contactos estrechos 

de un caso confirmado, igual sucede conde contactos con PCR positiva relacionados con 1 caso en el 

área y periodo de investigación del brote, 408 cuando la situación de riesgos alto se considera desde 

una cifra superior a 50,  y el número de pacientes que ingresan directamente en hospitalización /UCI en 

el área y periodo de investigación en que se considera situación de riesgo alto aquella superior a 3 y la 

cifra actual en ese periodo es de 19,  y respecto del Concello de Arteixo el informe sobre tasa 

acumulada de casos que refleja una tasa acumulada de casos en los últimos 14 días de 365,8 casos. 

 

Por ello y en razón de los datos transcritos el riesgo aparece como alto  y muy por encima de los 

parámetros límite en casi todos ellos y en cuanto a la proporcionalidad de la medida de restricción de 

las reuniones en el ámbito público y privado con la incertidumbre propia del escenario que nos ocupa 

hemos de notar que las medidas acordadas anteriormente aunque necesarias no han sido suficientes 

por si solas para eliminar los brotes por ello ese juicio de proporcionalidad ha de tomar en 

consideración esos antecedentes y la medida aparece desde luego como necesaria al haberse agotado 

anteriores medidas de intervención de menor incidencia en la libertad y derechos de los ciudadanos, 

adecuada atendiendo de un lado a la lógica de los procesos de transmisión y a los informes obrantes y 

visto el bien jurídico a cuya protección se dirige, la vida como presupuesto de todos los restantes 

derechos fundamentales, y proporcionada  pues en la obligada ponderación entre aquel derecho a la 
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vida y el derecho de reunión por las razones ya expuestas ha de darse obligada preferencia a la 

garantía de aquel aunque ello imponga una limitada material y temporalmente restricción del derecho 

de reunión. 

PARTE DISPOSITIVA 

 

SE RATIFICAN las medidas restrictivas de derechos fundamentales derivadas del punto segundo y 

quinto de la Orden de 2 de septiembre de 2020 por la que se establecen medida de prevención como 

consecuencia de la evolución de la situación epidemiológica derivada del COVID19 en los Concello de 

A Coruña, Arteixo, Cambre, Culleredo, Oleiros, Abegondo, Bergondo, Carral y Sada. 

Notifíquese esta resolución a las partes y al Ministerio Fiscal, haciéndoles saber que contra ella puedan 

interponer RECURSO DE APELACIÓN ante este Juzgado dentro de los QUINCE DÍAS siguientes a su 

notificación.  

Así lo acuerda y firma el Magistrado-Juez del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número Dos de 

A Coruña, don Enrique García Llovet, de lo que doy fe. 

 

 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los 
datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un 
especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjuicio, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes. 
 
 

  




